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«MOURO» es una Revista Informativa y Cultural que se edita desde la Asocia-

ción de Policía Local de Cantabria, cuyos fines son la comunicación entre todos los 
policías locales de Cantabria y la difusión de la idea de una Asociación Profesional 
como el mejor camino para la consecución de logros, dentro del nexo de unión que 
mantenemos, NUESTRA PROFESIÓN.

La distribución de «MOURO» es totalmente gratuita, llegando a nuestros afiliados 
y a todos los Ayuntamientos de Cantabria, con plantilla de Policía Local, además de 
aquellos otros organismos y entidades públicas, culturales, políticas o profesionales 
donde consideremos interesante o necesario hacer llegar nuestra idea y opinión.

 La publicación de «MOURO» ha sido encargada a una empresa especializada 
en el medio publicitario, y realiza esta actividad mediante personas acreditadas que 
garantizan su pertenencia a la misma y por tal su vinculación con esta Revista y esta 
Asociación de Policía Local de Cantabria. 

Con el fin de evitar el mal uso, el abuso o la intrusión de personas no autorizadas 
y con fines distintos a los expuestos, rogamos a nuestros lectores y colaboradores 
comuniquen o se pongan en contacto con la empresa editora o la Asociación de Po-
licía Local de Cantabria (600 43 82 28) ante cualquier duda o problema que pudieran 
encontrar.
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Hoy aquí, en Liérganes, estamos po-
licías y auxiliares de policía de muchos 
Ayuntamientos de Cantabria, para 
mostrar nuestro apoyo a nuestros dos 
compañeros, Auxiliares de Policía de 
este Ayuntamiento, y a sus familias, en 
este difícil momento laboral y perso-
nal, en el que la intolerable, y creemos 
interesada  actitud del Alcalde, Ramón 
Diego Cabarga, por su único capricho, 
ha colocado a nuestros compañeros y 
está buscando la ruina de sus familias.

Hemos intentado en muchas re-
uniones llegar a un entendimiento  con 
el Alcalde, sin conseguir otra cosa que 
su intolerancia y mostrándose  como 
un aprendiz de cacique demagogo.

Creemos que el comportamiento 
de este Alcalde es oscuro y cobarde, 
por que se apoya en cuentas pasadas 
que sus concejales del grupo socia-
lista se quieren cobrar, en la persona 
de los Auxiliares de Policía Local, por 
haber hecho estos su trabajo y labor 
de denuncia en la anterior legislatu-

ra. Creemos también que su com-
portamiento es ilegal, pues se apoya 
en informes “COMPRADOS CON DI-
NERO DE TODOS LOS VECINOS DEL 
AYUNTAMIENTO DE LIERGANES”, en 
servicios jurídicos de fuera de Can-
tabria, y en contra de la opinión legal 
del Secretario de este Ayuntamiento, 
por lo que pensamos, que EL ALCAL-
DE ESTA OBRANDO INJUSTAMENTE 
A SABIENDAS. Creemos que el Alcal-
de cuenta con el apoyo de algunas 
concejalas del Partido Regionalista de 
Cantabria, en las que basa su acción 
de gobierno, con la concesión de un 
puesto remunerado  con 1.800 euros 
mensuales,  por 14 pagas, mas dietas 
por asistencias a plenos y reuniones, 
como se publico en el BOC, nº 151, de 
08 de Agosto de 2011, y aunque esto 
pueda ser legal, es una indecencia éti-
ca y política, máxime cuando se utiliza 
para buscar la ruina de dos familias 
de su propio municipio. Hoy estamos 
aquí para decir, 

Manifiesto policial en el pleno del Ayuntamiento 
de Liérganes, ante su alcalde

EDITORIAL

“LOS AUXILIARES DE POLICIA DE LIERGANES NO SOBRAN”

“LIERGANES  NECESITA SU SERVICIO DE AUXILIARES DE POLICIA LOCAL COMO HASTA HOY”

“RAZONES ECONOMICAS NO JUSTIFICAN TU EMPEÑO Y TOZUDEZ”

“ALCALDE RAMON DIEGO, SOBRAS TÚ”



Tolerancia cero para los conductores que consu-
man drogas y se pongan al volante, es el objetivo de 
la campaña de control y concienciación que el Minis-
terio del Interior y la Dirección General de Tráfico han 
puesto en marcha estos días. ¿Las causas? Más del 
19 % de los conductores consumen drogas ilegales, y 
otro 5%, alcohol. Con el agravante de que el consumo 
de estas sustancias aumenta entre 2 y 7 veces el ries-
go de sufrir un accidente de tráfico. 

Reducir el número de accidentes de tráfico provo-
cados por el consumo de sustancias ilegales de los 
conductores. Es el objetivo de una de las principales 
estrategias de actuación del Ministerio del Interior, 
que se está llevando a cabo a través de la Dirección 
General de Tráfico, y que se traduce, en palabras de 
Jorge Fernández Díaz, ministro del Interior, en “tole-
rancia cero al consumo de drogas al volante, por la 
propia seguridad del conductor y, lógicamente, por la 

de los otros conductores”. Y enfatiza unos datos para 
la reflexión: “si ningún conductor circulara después 
de haberse drogado, se podría evitar la muerte de al 
menos 480 personas cada año”. O lo que es lo mismo, 
una de cada tres víctimas mortales contabilizadas el 
pasado año en accidente de tráfico, no se hubieran 
producido. 

Para conseguirlo, desde este 9 de julio, se ha pues-
to en marcha una campaña de control de drogas a pie 
de carretera, controles que, según la directora general 
de Tráfico, María Seguí Gómez, “se van a extender a 
todo tipo de vías, a todos los días y a todas las horas”. 
Su presupuesto, un millón de euros. “Nada compara-
do con los 1,4 millones de euros que cuesta una vícti-
ma mortal de tráfico”, puntualiza Seguí. 

La propia María Seguí deja muy claro que no se 
baja la guardia con el alcohol, sino que se amplían los 
controles de alcoholemia, que realiza habitualmente 
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la Guardia Civil de Tráfico, a las drogas. El ministro 
Jorge Fernández Díaz, por su parte subraya: “No se 
trata de establecer controles a los ciudadanos que 
consuman drogas. Sino de controlar a los que con-
ducen bajo los efectos del consumo de drogas, por 
su influencia en la seguridad vial”. Paralelamente, 
se ha iniciado una campaña de divulgación “para 
informar a los conductores del riesgo del consumo 
de drogas y sus efectos, e incrementar la sensibili-
zación de toda la sociedad en torno a este proble-
ma. Sin olvidar también el riesgo que supone el 
consumo de alcohol”, afirma la directora general. 
Además, se va a poner en marcha un programa de 
rehabilitación de los conductores que den positivo, 
en colaboración con la Delegación del Gobierno del 
Plan Nacional de Drogas y con el sector sanitario. 

Los datos de consumo de drogas en nuestro país 
son alarmantes. En los controles realizados duran-
te la elaboración del estudio “Presencia de alcohol, 
drogas y medicamentos en los conductores espa-
ñoles”, dentro del Proyecto Druid (Driving Under 
the Influence of Drugs, Alcohol and Medicines), 
promovido por la Comisión Europea, se detectó la 
presencia de sustancias ilegales en más del 19% de 
los conductores, y en más del 5%, de alcohol. De 
ellos, además, algo más del 3% había consumido 
conjuntamente drogas y alcohol. Asimismo, entre 
otras conclusiones, se destaca que España se en-
cuentra entre los países con mayores consumos de 
droga entre lo conductores: 14% cannabis y 11,3% 
cocaína. El perfil más frecuente de los casos positi-
vos es el de varón, menor de 25 años, que conduce 
en vías urbanas y durante la madrugada de los días 
festivos. 



A estos datos hay que unir otras cifras muy 
preocupantes: en los últimos ocho años, según 
las estadísticas del Instituto Nacional de Toxicolo-
gía y Ciencias Forenses, ha crecido el número de 
conductores fallecidos en los que se ha detectado 
la presencia de drogas, llegando al 15% el pasado 
2011, frente al 11% del año 2004. Conviene matizar 
que sería un 15%, como mínimo, ya que el nivel de 
sustancias exigido para dar positivo en los análi-
sis realizados en ese Instituto es superior, al de los 
controles realizados en carretera. Se espera que en 
un futuro se pueda mejorar la comparabilidad de 
datos. 

Estas cifras confirman que el consumo de dro-
gas incrementa el riesgo de sufrir un accidente. En 
este sentido, María Seguí, afirma que “está com-
probado que el consumo de drogas no mejora las 
capacidades del conductor en ningún caso, sino 
que aumenta el riesgo de sufrir un accidente de trá-
fico entre 2 y 7 veces.  Con un agravante: el diag-
nóstico y tratamiento de las lesiones que se pro-
ducen es más difícil, y su recuperación, también”. 
Está ampliamente demostrado que el consumo de 
sustancias como el cannabis, la cocaína, el éxtasis, 
las anfetaminas o los opiáceos, influyen negativa-
mente en la capacidad de control, concentración y 
reacción del conductor, explica Juan Carlos Gonzá-
lez Luque, jefe de la Unidad de Coordinación de la 
Investigación de la DGT, “porque provocan dificul-
tad en la coordinación, distorsión de la atención, 
somnolencia, agresividad en la conducción...”.

BUSCAR DIRECCIÓN Y 
TELÉFONO PARA PONER 

CON LETRA MAYOR









Nadie duda de que la formación es un pilar básico en cualquier pro-
fesión, y más en la nuestra. Lamentablemente, la falta de recursos  eco-
nómicos propios y la ausencia de subvenciones nos impedía impartir 
esa tan necesaria formación policial.

Resultaba frustrante ver como, mientras a determinados sindicatos 
se  les concedían pingües subvenciones, a otros se nos negaba alegan-
do una falta de representatividad en las Administraciones. Tampoco 
los limitados ingresos de la asociación basados en una modesta cuota 
de afiliación y los ingresos por la edición de MOURO nos permitían 
realizar un gasto en formación. 

Pero por fin, después de 3 años, la CSL consigue  una subvención de 
49000· para la formación, cantidad a repartir entre  los sindicatos que 
conforman la CSL. Si bien la cantidad asignada no da para muchos cur-
sos, es nuestro deseo organizar cursos policiales de calidad que sean 
del agrado del mayor número de compañeros.

Por todo ello, pretendemos organizar dos cursos  de caracter prác-
tico, uno de perfeccionamiento policial en el uso del arma y otro  de 
técnicas de intervención y defensa policial.

Respecto al primero de ellos, deseamos que sea un curso dinámico, 
enfocado a las situaciones reales que puede encontrarse un agente. Se 
trata de que el alumno sea consciente de los errores y hándicaps que 
se va a encontrar a  la hora de hacer uso del arma en una intervención 
policial y adquiera  los conocimientos y habilidades necesarias para 
corregirlos o minimizarlos.

El segundo, también de carácter práctico, pretende que alumno ad-
quiera unas habilidades que le permitan  evaluar distintas situaciones y 
hacer un uso congruente, oportuno y  proporcionado de la fuerza para 
reducir o inmovilizar a personas agresivas, uso del bastón policial, téc-
nicas de engrilletamiento con esposas, bridas, cordones; etc.

Evidentemente, estos cursos serán impartidos por compañeros  ti-
tulados, con experiencia formativa y con una satisfacción demostrada  
en la impartición de anteriores cursos.

Estrenamos plan formativo



Además, al tratarse de cursos subvencionados por el INAP, son cursos homologados y 
baremables a efectos de promoción profesional.

Después del verano comenzaremos a preparar los cursos. Por ello, si estáis interesa-
dos, os animamos a que visitéis regularmente nuestra web (http://aplc.csl.es), donde pu-
blicaremos la información detallada de los cursos que organicemos.

Por último, como es de recibo, los agradecimientos. En general a todos los compañeros 
de la CSL que han hecho posible que estos cursos sean una realidad, y en especial al com-
pañero José María, del SVP-PLES, por la demostrada dedicación que ha permitido que la 
CSL pueda disponer de tan merecida subvención.

 EXP. PROMOTOR IMPORTE 



Ya han pasado varios años de 
aquello, pero merece la pena vol-
ver la mirada al pasado. Hoy vamos 
a conocer y analizar que ocurrió el 
22 de abril de 2005 en la plaza Les 
Glòries de Barcelona. 

Serían sobre las 19,00 horas de 
la tarde de aquel día, cuando el ser-
vicio privado de seguridad del Cen-
tro Comercial Les Glòries (junto a la 
Diagonal) detectó actitudes sospe-
chosas en dos clientes. Estas per-
sonas, ambos varones y jóvenes, 
estaban realizando compras casi 
compulsivas en diversos estable-
cimientos de ropa. Hasta ahí todo 
normal, pero lo que no era normal 
era el modo de pago de todo aque-
llo que adquirían: abonaban exclu-
sivamente con billetes de 5 euros. 

Ante la sospecha de que los su-
jetos estuviesen empleando dinero 
falso o procedente de otro ilícito, el 
jefe de seguridad del centro comer-
cial efectuó un amplio seguimiento 

de las dos personas. Con el CCTV 
(Circuito Cerrado de Televisión) 
pudo seguir en todos sus movi-
mientos a los compulsivos compa-
radores. Mientras tanto los Mossos 
de Escuadra (Cuerpo de Policía de-
pendiente del Gobierno de la Ge-

neralitat) ya estaban alertados y en 
camino.

Personada en el lugar una uni-
dad policial radio-patrulla de los 
Mossos, los agentes trataron de 
identificar a uno de los individuos 
sospechosos, diligencia que se 
efectuó en la vía pública y justo en 
el instante en el que esta persona 
abandonaba el establecimiento co-
mercial. A los agentes de policía les 
acompañaban dos vigilantes de se-
guridad de la empresa SECURITAS 
(empresa que prestaba servicio en 
el centro comercial). Con la excusa 
de comprobar los tickets de com-
pra, los vigilantes y policías que-
rían llevar a lugar reservado al sos-

Poli malo “Vs.” Poli bueno 

G.O.I.P.  (GRUPO OPERATIVO DE INTERVENCIÓN Y PREVENCIÓN POLICIAL)

27 - ABRIL - 2012

Ernesto Pérez Vera, autor del artículo, 
entrenando

Pistola Tokarev TT-30/33 (TT-Tula Tokarev)



pechoso, pero este no estaba por la 
labor de colaborar. Por el momento 
y tras leer lo hasta ahora expresa-
do, no hay nada extraño que haga 
suponer que todo cambiará en se-
gundos. Todos los policías que es-
tán ahora leyendo estas palabras 
han/hemos pasado, muchas veces, 
por actuaciones de este corte.

Ninguno de los uniformados 
podía imaginar que estaban ante 
Ramón Rodríguez Schroter, un 
expolicía alemán de origen espa-
ñol y con 28 años de edad, que se 
encontraba en requisitoria policial 
internacional. A Schroter se le im-
putaban varios atracos a bancos en 
Alemania, en uno de los cuales per-
dió la vida una persona. El alemán 
comenzó un violento forcejeo con 
los agentes policiales y privados, 
tratando con ahínco de abandonar 
el lugar. En estas estaban todos —
distancia propia de identificación, 
cacheo o propio forcejeo— cuando 
el expolicía extrajo, de una bolsa 
riñonera, una pistola Tokarev —de 
amplio y extendido uso en los anti-
guos países satélites de la URSS— 
de la saga TT-30/33 (calibre 7,62 
m/m Tokarev). Todo quedó filmado 
por el CCTV del centro comercial.

En el instante en el que el de-
lincuente iniciaba el “desenfunde” 
de su pistola, uno de los policías, 
percatado de ello, hizo lo propio: 
desenfundó su pistola HK-USP-C y 
encañonó a Schroter. Durante unos 
segundos fue un verdadero “man 
to man”. Cada uno de ellos dirigía 
su arma hacia el otro, y todo a me-
nos de 2 metros de distancia y ro-
deado de civiles, amén del resto de 
agentes.

Aquí puede verse fotograma a 

fotograma todo lo sucedido:  

http://www.youtube.com/watch?v=Mcg

AmsvKo0M&feature=player_embedded 

 

Del análisis de las imágenes se 
pueden obtener multitud de datos, 
todos ellos dignos de ser tenidos 
en cuenta a la hora de hablar y pla-
nificar entrenamientos policiales 
de tiro. Se constata la presencia 
y evidencia de muchos factores y 
características presentes en casi to-
dos los enfrentamientos policiales, 
en países civilizados.

En los fotogramas no se ve 
montar el arma, pero el policía an-
tes de efectuar el primer disparo 
conminaba al alemán con su arma 
en disposición de fuego de “simple 
acción”. Pudo montar el arma sin 
que el CCTV lo captase (en el ins-
tante del desenfunde el policía está 
de espalda a la cámara). Puede que 
el agente portase el arma en condi-
ción de disparo en “doble acción”, 
y en el momento de desenfundar 
desplazara el martillo hacia atrás 
—yo lo consideraría un error por 
riesgo de descarga involuntaria—. 
También podría haberse efectuado 
el primer disparo antes de que el 
CCTV captara la imagen del mar-
tillo retrasado en la HK-USP-C del 
mosso. Tampoco Ramón Rodrí-
guez Schroter es captado en el ins-
tante de manipular su Tokarev para 
alimentar la recámara, ¿iría ya pre-
parada para abrir fuego…?

Pistola HK-USP-C, una de las más usadas 
en España por las FYCS



Veamos algunos puntos 

o cuestiones

Pese al cara a cara entre el po-
licía y el atracador, el segundo no 
se amilana y dispara al agente sin 
causarle lesión alguna (no impac-
ta en el funcionario). No obstante, 
Ramón Rodríguez pudo acabar —al 
menos disparar— con todos aque-
llos de los que trataba de deshacer-
se físicamente. Los vigilantes no 
portaban armas de fuego, pero sí 
los dos policías, sin embargo so-
lamente un agente desenfunda su 
pistola. Por cierto, nada acertada la 
funda portada por el agente cata-
lán, aún así pudo ser resolutivo. De 
haber querido hacerlo, el alemán 
pudo disparar a todos.

Sin obligación legal de haber 
sido disparado previamente, el po-
licía estaba legalmente amparado 
para efectuar sus disparos. La mera 
presencia de un arma de fuego ha-
cia él dirigida y sobre todo la esca-
sa distancia del encañonamiento, 
hacía jurídicamente viable el em-
pleo del arma. Señores, no esta-

mos obligados a soportar heridas 
propias o impropias para iniciar la 
defensa. Además en este caso con-
creto vemos la excesiva presencia 
de civiles en el entorno, personas 
ajenas a la intervención. Esto hacía 
aconsejable acabar rápidamente 
con la situación de riesgo inminen-
te que Ramón estaba proporcio-
nando. Por suerte todo finalizó bien 
para los “buenos”, pero todo hacía 
indicar que no sería así.   

Lean esta definición de legítima 
defensa y mediten sobre ella: “El 

defensor debe elegir de entre va-

rias clases de defensas posibles, 

aquella que cause el mínimo daño 

al agresor —naturalmente elegirá 
entre los medios disponibles en 
ese preciso instante—, pero NO por 

ello tiene que aceptar la posibilidad 

de daños a su propiedad o lesiones 

en su propio cuerpo —no necesa-
riamente debe haber sido herido 
para defenderse—, sino que ESTÁ 

LEGITIMADO para emplear, como 

medios defensivos, los medios 

objetivamente eficaces que permi-

tan esperar, con seguridad, la eli-

minación del peligro —medio que 

garantiza la eficacia—”. (BGH GA 
1956,49 y Roxin, C., Derecho Penal. 
Parte General…, T. 1, edit. Thom-
son Civitas, Madrid, 2003, p.628/9).

Aún habiéndose producido el 
enfrentamiento a no más de 2 me-
tros de distancia, Ramón —el atra-
cador alemán— erró su disparo. No 
así el mosso, que acertó en 4 oca-
siones. Aún herido por 4 impactos 
de bala del 9 m/m Parabellum/Lu-
ger, el alemán no cayó al suelo. No 
fue neutralizada su hostil acción. 
Al menos un proyectil alcanzó el 
tórax, pero Ramón permaneció en 
pie con su arma en la mano. Algu-
nos testigos entrevistados por la 
prensa estaban sorprendidos por 
esto. Conclusión: lo importante no 
es siempre el calibre empleado ni 

Un escolta privado entrenando 



el tipo de proyectil, aunque deter-
minados calibres y proyectiles son 
potencialmente más óptimos. Lo 
que de verdad tiene importancia 
es alcanzar determinados órganos 
internos del cuerpo. No solamente 
una zona concreta del cuerpo, sino 
el órgano adecuado que se ubique 
en aquella zona del cuerpo. 

Tal era todavía la capacidad com-
bativa del herido, que volvió a em-
plear su pistola una vez más. Fue 
la última vez: se suicidó. Viéndose 
acorralado y quizá sabiéndose he-
rido, se disparó con la Tokarev en 
la sien derecha, abandonando el 
proyectil el cráneo por otro punto. 
El proyectil sobrepentró la cabeza 
y rebotó en una pared, si bien no 
fue posteriormente localizado. La 
sobrepenetración está presente en 
casi todos los enfrentamientos po-
liciales, produciendo muchos de 
ellos lesiones a terceros. Estas se 
producen unas veces al alcanzar el 
proyectil cuerpos humanos y otras 
veces muebles y enseres urbanos 
o domésticos cotidianos. Pese a la 
idea de menor potencia del calibre 
7,62x25 m/m Tokarev, se fabricaron 
montados con proyectiles de núcleo 
de acero —también FMJ convencio-
nal, pero los de acero eran usados 
como munición ordinaria en algu-
nos países como Polonia—, lo cual 

proporciona cierta capacidad para 
perforar blindajes personales. 

En el vídeo podemos observar 
como ninguno de los contrincan-
tes del “hombre contra hombre” 
adoptaba posición alguna de tiro 
a dos manos (seguramente el tiro 
a dos manos era el más entrena-
do profesionalmente por ambos). 
Tanto el atracador alemán como el 
policía catalán empuñan y dispa-
ran sus armas con una mano. Tam-
poco es que empleen una técnica 
concreta o depurada de tiro a una 
mano, simplemente usan el ins-
tinto: ¡acaso a esas distancias hay 
necesidad y tiempo de hacer otra 

cosa…! Seguramente el policía no 
fue instruido nunca en el empleo 
del arma a una mano, pero llegado 
el día de la verdad…recurrió a ello. 
La fisiología manda.

Cuando las cosas son así de cru-
das —en los fotogramas del vídeo 
vemos que se ponen muy crudas— 
el ser humano, aunque sea policía, 
sufre un brusco y automático cam-
bio hormonal. En un escaso espacio 
de tiempo, de difícil cuantificación, 
el ser humano experimenta una se-
rie de cambios tan bruscos, no con-
trolados por él, que no podrá hacer 
aquello que normalmente realiza 
con suma facilidad. Por el contrario 

El autor del artículo.



podría elevar el umbral del dolor e 
incluso no advertir la existencia de 
heridas. La pérdida de habilidades 
motoras finas y complejas se pro-
duce rápidamente. Esto implicará 
dificultad para coordinar movi-
mientos físicos con coherencia y 
precisión. La capacidad cognitiva 
se ve seriamente alterada y la rea-
lización manual de manipulaciones 
digitales de precisión se convierte 
en algo complicado (desactivar se-
guros de armas o fundas, por ejem-
plo). Técnicas de tiro que emplean 
ambas manos, principalmente si 
son asimétricas, serían difícilmente 
adoptable. El cerebro, ante tal situa-
ción vital, no opera racionalmente 
sino automática y emocionalmente.

Por todo ello, una vez más hay 
que insistir en que la instrucción de 
los policías debe basarse en este 
tipo de cuestiones fisiológicas. Las 
técnicas de tiro deben ser sencillas 
y naturales, de fácil asimilación in-
cluso por tiradores poco instruidos 
—la mayoría—. El tiro a una mano 
está presente en casi todos los en-
frentamientos producidos a distan-
cias cortas y muy cortas, pero no 
siempre se instruye y mentaliza al 
policía de ello. Aún así, policías no 
entrenados en técnicas de tiro a 
una mano, recurren a ella cuando 
la cosa se complica y la vida está 

en juego a cortas distancias. Si sa-
bemos que esto es cierto, y lo sabe-
mos porque lo vemos, ¡porqué no 
instruir en base a ello!

 Este tipo de encuentros arma-
dos son muy habituales, y ade-
más del entrenar o en galería con 
armas reales y blancos/siluetas, la 
formación “force on force” puede 
ser ideal. Este tipo de entrenamien-
to se realiza con armas airsoft o 
con armas recamaradas para pro-
yectar proyectiles marcadores de 
jaboncillo colorante o pintura. Es 
infinitamente más económico el 
entrenamiento airsoft.  En estos en-
trenamientos es donde se advierte 
la dificultad de reaccionar eficaz-
mente a distancias extremas, cuan-
do se está siendo también acometi-
do gravemente.

Para terminar con la historia de 
Ramón Rodríguez Schroter y su 
paseo por Barcelona, decir que su 
compinche fue detenido y que en 
una taquilla del centro comercial 
guardaban —también en un ve-
hículo Mercedes— una bolsa con 
más de 50.000 euros en billetes de 
5 euros. El expolicía portaba hasta 
6 documentos de identidad con su 
fotografía y varias filiaciones, sien-
do una de ellas la verdadera. 

Ernesto Pérez Vera

La pérdida de habilidad motora fina/
digital puede provocar  dificultad para 
desenfundar

Ejercicio “force on force”



La Asociación de Policía Local de Cantabria quiere 
denunciar la eliminación del Servicio de Policía Lo-
cal del Ayuntamiento de Lierganes, circunstancia sin 
precedentes en el ámbito regional y a buen seguro 
en el nacional. Esta decisión del Alcalde de Partido 
Socialista Obrero Español, Ramón Diego deja en una 
situación de total indefensión a la población y vecin-
dario de Lierganes dado que el puesto más cercano 
de la Guardia Civil es el de Solares.

Este problema comienza con la decisión del alcal-
de Diego de expedientar a los funcionarios auxiliares 
de policía, al tener conocimiento que los mismos se 
habían afiliado a la Asociación de Policía Local de 
Cantabria y solicitaban elecciones sindicales. 

Desde ese momento la persecución y el acoso la-
boral desde la alcaldía hacia estos dos funcionarios 
ha sido total, finalizando en esta ultima decisión de 
cerrar el servicio de seguridad en el municipio bajo el 
pretexto de  limitaciones económicas.

No entendemos, como no hay dinero para la segu-
ridad de los vecinos y sin embargo  el alcalde Ramón 
Diego, se gasta 16.000 euros en una  asesoria jurídica 
de fuera de la región en una factura desproporciona-
da y fuera de mercado, para poder justificar la deci-
sión de prescindir del  servicio de policía.

 Abundando en el tema resulta difícil de com-
prender que bajo el mismo pretexto de la carestía de 

Liérganes, un conflicto 
generado por su Alcalde



presupuesto y limitaciones económicas, se apruebe 
un sueldo mensual a una concejal  del PRC de 1.800 
euros más dietas, cuya única labor consista en estam-
par su firma de vez en cuando para los certificados de 
convivencia y empadronamiento, y que casualmente  
sostiene con su voto el pacto de gobierno municipal 
PSOE-PRC.(B.O.C. nº 151 de 08-08-2011)

La estrategia que está siguiendo el Alcalde de Liér-
ganes, Ramón Diego, es la de vaciar de contenidos 
sistemáticamente el Servicio de Auxiliares de Policía 
Local, con constantes órdenes verbales de no interve-
nir ni denunciar aquellas infracciones que observen, 
que no presten servicios que desde otras Administra-
ciones se les solicita y que deriven todo a la Guardia 
Civil, para justificar su injustificable empecinamiento 
de expulsar y dejar sin trabajo a los dos funcionarios 
Auxiliares de Policía, llegando a desmantelar incluso 
el vehículo policial de servicio, con la excusa de desti-
narlo a servicios generales, dejando con esta decisión 
a los vecinos de Liérganes en manifiesto desamparo, 
dado que cuando necesiten de los servicios de la Po-
licía Local, estos deberán acudir al punto del término 
municipal de Liérganes donde surja el servicio, a pie, 
y estamos hablando de un municipio rural y de am-
plia extensión-

Todo  esto nos hace pensar, que por parte de la Al-
caldía de Lierganes es un claro acto de represalia ha-
cia nuestros afiliados y Delegados Sindicales , fuera 
de toda lógica, de una desproporción manifiesta, que 
raya en lo delictivo y que sufren los trabajadores del 
ayuntamiento y vecinos de Lierganes a los que deja 
sin un servicio esencial de seguridad.    

Junta Autonómica de APL Cantabria - CSL  



 Por medio de la presente, desea daros traslado en mi 

nombre y el de la Junta Autonómica de la Asociación de 

Policía Local de Cantabria-Confederación de Seguridad 

Local, APLC-CSL,  a la cual representamos, del sentir 

de todos los compañeros y profesionales que forman el 

colectivo de seguridad local, y haceros traslado de todo 

nuestro apoyo y solidaridad en relación a la situación 

de injusticia generada por el Gobierno Regional de Can-

tabria, con la reducción de personal al servicio de emer-

gencias de nuestra Comunidad Autónoma.

 

No podemos entender, que la política de ajuste presu-

puestaria derivada de la crisis, que ellos mismos han ge-

nerado, sea utilizada para reducir y deteriorar el servicio 

de emergencias de nuestra región, y deje en servicios mí-

nimos, un servicio esencial al ciudadano, como es el 112.

 

 Es nuestro deseo haceros traslado de nuevo de todo 

nuestro apoyo y solidaridad a los compañeros despe-

didos y la condena mas enérgica a todas las medidas 

de austeridad que han sido falsamente esgrimidas, para 

justificar lo injustificable, que es reducir y deteriorar los 

servicios de emergencias de esta comunidad, ya que en-

tendemos que la atención al ciudadano en todo lo que 

concierne a su seguridad debe ser entendido como una 

prioridad, un servicio social, que requiere los mejores 

servicios y atención que nuestros impuestos pueden y 

pagar, y que nuestros políticos parecen no saber ges-

tionar. 

 

Nuestro colectivo profesional sin reparo, os apoya en 

vuestra lucha, en todas vuestras reivindicaciones, que 

sin duda son las de todos los ciudadanos que confían en 

vuestro trabajo para su seguridad, ese es el espíritu que 

nos guía, proteger y servir es nuestra prioridad, esperan-

do y deseando que así sea entendida por los gobernantes 

de nuestra región.

 
Fdo. D. Luis Manuel Gutiérrez Albo
Presidente Autonómico - APLC-CSL

NOTA DE APOYO - SERVICIO 112 - CANTABRIA

D. LUIS MANUEL GUTIERREZ ALBO, con D.N.I. Nº 13.726.050-H, en representación de LA ASOCIACIÓN 

DE POLICÍA LOCAL DE CANTABRIA, (APLC-CSL), y en calidad de Presidente Autonómico.- 











Obtención y valoración de 
pruebas por la Policía: las pruebas  
videográficas y fotográficas (III)
 Emilio Laborda Valle

1. Normativa Constitucional

Señala Ricardo Martín Morales, como se viene di-
ciendo el derecho a la intimidad tiene distintas caras, 
dependiendo del tipo de conducta lesiva que contem-
plemos. Se puede vulnerar a través de actos de divul-
gación o difusión pública, de intervenciones corpora-
les directas, de actos de indiscreción con tecnología 
sofisticada, etc. Aquí vamos a estudiar precisamente 
la intromisión en la intimidad a través de videocáma-
ras y micrófonos ocultos, un tipo de injerencia que se 
encuentra en estos momentos muy necesitado de re-
flexión.

Es evidente que no existe en nuestra Constitución 
un enunciado que se refiera expresamente a estas 
captaciones audiovisuales, pero los derechos de los 
ciudadanos se encuentran constitucionalmente garan-
tizados a través de toda una serie de normas y princi-
pios constitucionales:
a)  Principalmente contamos con la protección que 

dispensan los derechos a la intimidad y a la propia 
imagen/voz, reconocidos en el art. 18.1 de la Cons-
titución. Puede ocurrir incluso que esa intromisión 
venga acompañada de otra en el derecho al honor, 
también reconocido en este precepto. Aunque la 
captación audiovisual propiamente dicha no pro-
voque una lesión inicial del derecho al honor, ésta 
puede producirse después, cuando se divulgue o 
difunda lo anteriormente grabado. Dependerá ade-
más de que el contenido de la grabación incorpore 
elementos capaces de producir deshonra, indepen-

dientemente de 
que, por sí mis-
ma, esa capta-
ción ya supon-
ga una lesión 
del derecho a la 
intimidad.

b El derecho a la 
inviolabilidad 
del domicilio del 
art. 18.2 de la Cons-
titución es otro de los 
derechos concernidos, 
si pensamos que para la 
instalación de artificios videográficos 
o microfónicos en el interior de los do-
micilios hay que acceder previamente 
a ellos. En caso de imágenes obteni-
das con teleobjetivos o micrófonos direccionales 
orientados hacia el interior de las viviendas, tam-
bién resulta afectado el derecho a la inviolabilidad 
domiciliaria, haya habido o no invasión física o en 
persona. Desde luego es discutible que el Tribunal 
Constitucional haya optado por no circunscribir el 
art. 18.2 de la Constitución a las invasiones domici-
liarias de carácter físico, incluyendo también las in-
vasiones electrónicas, que habrían encajado mejor 
en el art. 18.1: “la regla de la inviolabilidad del do-
micilio es de contenido amplio e impone una exten-
sa serie de garantías y de facultades, en las que se 



comprenden las de vedar toda clase de invasiones 
incluidas las que pueden realizarse sin penetración 
directa por medio de aparatos mecánicos, electró-
nicos u otros análogo” (STC 22/1984).

c) Por lo que respecta al derecho al secreto de las co-
municaciones del art. 18.3 de la Constitución, tales 
comunicaciones han de reunir unos requisitos que 
difícilmente se verán cumplidos con relación a las 
captaciones audiovisuales que estamos analizan-
do. Cuando dos personas hablan cara a cara están 
manteniendo una simple conversación directa. Ni 
se comunican a distancia (entendida ésta como 
imposibilidad física, no necesariamente métrica, 
de contactar en persona), ni lo hacen a través de 
infraestructura comunicativa alguna, que son los 
dos requisitos que no deben faltar en la comunica-
ción a que se refiere el art. 18.3 de la Constitución. 
Para cubrir las otras hipótesis (conversaciones cara 
a cara) ya tenemos el derecho a la intimidad del 
apartado primero del art. 18.1.

d) También pueden resultar afectados por las cap-
taciones audiovisuales otros derechos, como los 
derechos de reunión y manifestación, si considera-
mos el efecto disuasivo que eventualmente puede 
llegar a tener la videovigilancia para el ejercicio de 
los mismos. Precisamente el legislador de la Ley 
4/1997, de 4 de agosto, de Utilización de Videocá-
maras por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en 
Lugares Públicos, estaba pensando en estos dere-
chos: “con la finalidad de atajar la violencia calleje-
ra que eventualmente se produce con ocasión del 
ejercicio del derecho de reunión y manifestación en 
lugares de tránsito público”.

e) Debe destacarse asimismo la garantía constitucio-
nal de la inadmisión de la prueba ilícitamente ob-
tenida, que es una de las manifestaciones del de-
recho a la presunción de inocencia y del derecho a 
un proceso con todas las garantías del art. 24.2 de 
la Constitución y que está proclamada en el nivel 
de legalidad en el art. 11.1 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial. 

f) Por último, la licitud constitucional de una captación  
videográfica o microfónica, y consecuentemente 
su viabilidad como fuente de prueba, pasa por el 
análisis de toda una serie de indicadores que termi-
nan conformando un auténtico chequeo de cons-
titucionalidad. Esto referido a los principios de in-
tervención indiciaria y de proporcionalidad (ambos 
inherentes a la propia esencia de los derechos fun-
damentales), al principio de reserva judicial (tam-

bién implícito, aunque puntualmente positivado en 
algunos preceptos constitucionales), al principio de 
reserva de ley del art. 53.1 CE y a la exigencia cons-
titucional de interpositio legislatoris.

2. La Normativa legal

Tanto el legislador penal como el civil han dictado 
normas para regular la intromisión tecnológica en la 
intimidad.
1. El Código Penal castiga al que “para descubrir los 

secretos o vulnerar la intimidad de otro, sin su con-
sentimiento, (...) utilice artificios técnicos de escu-
cha, transmisión, grabación o reproducción del so-
nido o de la imagen”, ya sea particular, autoridad o 
funcionario público (arts. 197, 198 y 536). 

2. La Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de Protección 
Civil del Derecho al Honor, a la Intimidad personal y 
familiar y a la Propia Imagen considera intromisión 
ilegítima “el emplazamiento en cualquier lugar de 
aparatos de escucha, de filmación, de dispositivos 
ópticos o de cualquier otro medio apto para grabar 



o reproducir la vida íntima de las personas” (art. 
7.1), así como su utilización posterior (art. 7.2), pu-
diendo quedar afectado, como es lógico, el derecho 
a la propia imagen, además de la intimidad: “Ten-
drán la consideración de intromisiones ilegítimas 
(...) la captación, reproducción o publicación por 
fotografía, filme o cualquier otro procedimiento, de 
la imagen de una persona en lugares o momentos 
de su vida privada o fuera de ellos” (art. 7.5), salvo 
cuando se trate de personas públicas y la imagen 
se capte durante un acto público o en lugares abier-
tos al público [art. 8.2 a).

3. Más específicamente la Ley Orgánica 4/1997, de 4 
de agosto, ha regulado la utilización de videocáma-
ras por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en lu-
gares públicos. Se establece en ella un sistema de 
autorizaciones para la instalación de videocámaras 
fijas o móviles en espacios públicos y se prescribe 
la forma en que habrán de ser utilizadas y conser-
vadas esas grabaciones, aunque siempre dentro 
del objeto y ámbito de aplicación previamente de-
finido en sus arts. 1 y 2. En definitiva, disponemos 
de normas que describen o tipifican el ilícito penal 
o civil, pero no encontramos, con la excepción de la 
referida Ley Orgánica 4/1997, normas que establez-
can los procedimientos específicos de actuación 
por parte de los poderes públicos y las concretas 
garantías de que disfrutan los ciudadanos frente 
a cada forma concreta de injerencia audiovisual. 
Porque la Ley Orgánica 4/1997 se ciñe a las capta-
ciones en espacios públicos, abiertos o cerrados, 
realizadas por los cuerpos y fuerzas de seguridad. 

3. Clases de videovigilancia

La videovigilancia tiene como finalidad bien la pre-
vención de conductas ilícitas, bien la prevención de 
riesgos. Cuando se utiliza una videocámara, no para 
prevenir, sino para investigar y obtener  pruebas rela-

cionadas con delitos ya cometidos o recabar informa-
ción sobre cuestiones específicas de carácter laboral, 
matrimonial, etc., no cabe hablar, en sentido estricto, 
de videovigilancia, sino simplemente de tomas  video-
gráficas. Es verdad que la distinción no siempre resul-
ta fácil, porque es tras la comisión de un delito cuando 
a veces se toma la decisión de establecer un sistema 
de videovigilancia, no tanto para obtener  pruebas y 
procurar su esclarecimiento, cuanto para prevenir que 
se cometa otro en el futuro, aunque al final terminen 
obteniéndose esas fuentes de  prueba.

La videovigilancia, en cuanto captación  videográfi-
ca, participa de las clases o tipos de ésta que analiza-
remos en los epígrafes siguientes, esto es:
a) videovigilancia en espacios públicos; b) videovigi-
lancia en lugares privados, domiciliarios y no domi-
ciliarios (una cochera, un almacén, etc.), y c) videovi-
gilancia en espacios intermedios (comercios y demás 
lugares privados abiertos al público).

Dentro de las captaciones específicamente destina-
das a la prevención de ilícitos es posible diferenciar 
entre la prevención difusa y la específica. Un sistema 
de sembrado generalizado y permanente de videocá-
maras en la vía pública sería un ejemplo de la primera 
(luego analizaremos su viabilidad constitucional). La 
prevención específica tiene por objeto tanto la segu-
ridad de edificios como la garantía de conductas con-
cretas. Las videocámaras de seguridad colocadas en 
las fachadas de ministerios, comisarías, instalaciones 
militares, etc., constituyen un ejemplo de lo primero y 
las utilizadas por la policía para prevenir la violencia 
callejera con ocasión del ejercicio del derecho de re-
unión y manifestación un ejemplo de lo segundo.

Otras veces las tomas  videográficas tienen una in-
tensidad restrictiva muy atenuada, al estar exclusiva-
mente destinadas a la regulación de flujos de vehículos 
o personas. Más que de restricción, cabe hablar en es-
tos casos de mera regulación u ordenación de tránsitos.



a) Videocámaras en la vía pública.

Sobre captaciones  videográficas en espacios públi-
cos no contamos todavía con un cuerpo claro de doc-
trina jurisprudencial, sino sólo con pronunciamientos 
muy incompletos y fragmentarios.

Desde un punto de vista normativo, ya hemos co-
mentado que la Ley Orgánica 4/1997, de 4 de agosto, 
regula la utilización de videocámaras por las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad en lugares públicos, pero se 
trata de una regulación cuyo ámbito de aplicación 
queda circunscrito a “la utilización por las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad de videocámaras para grabar 
imágenes y sonidos en lugares públicos, abiertos o ce-
rrados, y su posterior tratamiento, a fin de contribuir 
a asegurar la convivencia ciudadana, la erradicación 
de la violencia y la utilización pacífica de las vías y es-
pacios públicos, así como de prevenir la comisión de 
delitos, faltas e infracciones relacionados con la segu-
ridad pública” (art. 1).

La conocida máxima “donde llega el ojo debe po-
der llegar la cámara” no es del todo cierta. Eso sería 
tanto como afirmar que no existe derecho a la intimi-
dad en los espacios públicos, y eso sencillamente no 
es así. Aunque es cierto que en la calle no se puede le-
sionar el derecho a la intimidad por medio de fotos en 
abierto o panorámicas, sí puede verse afectado este 
derecho a través de otro tipo de conductas lesivas. 
Piénsese en una captación, a través de un micrófono 
direccional, de una conversación mantenida por dos 
personas en la calle (donde el derecho afectado es la 
intimidad y no el secreto de las comunicaciones, como 
se explicó), o en tomas con teleobjetivo de primeros 
planos de partes íntimas del cuerpo de los viandan-
tes (actos contra la intimidad corporal), por no hablar 
de la utilización ilegal de cámaras de visión nocturna 
que a plena luz del día permeabilizan la propia ropa de 
los transeúntes… Además, hay que tener en cuenta el 
tema de la persistencia en el tiempo, ya que la capta-

ción  videográfica permite llevar a cabo un control no 
sólo puntual, sino persistente, así como la potencia de 
enfoque que puede llegar a tener estos artificios. Este 
dato es determinante porque, al romperse la equiva-
lencia entre el ojo humano y el ojo artificial, saltan por 
los aires todos los equilibrios relacionados con el con-
sentimiento tácito como fundamento. En definitiva, 
también en los espacios públicos es posible la lesión 
del derecho fundamental a la intimidad, si contempla-
mos determinadas formas de intromisión.

b) Sistemas de sembrado de videocámaras en la calle 

para la prevención de delitos: examen de su viabilidad 

constitucional.

La seguridad de que habla el art. 17.1 CE no es la 
seguridad callejera, sino una seguridad basada en la 
libertad. El Estado de Derecho no puede mirar hacia 
otra parte cuando las parejas no tienen más alternati-
vas que no salir a la calle o ser grabadas en vídeo, con 
el riesgo también para ese señor que duerme en su 
casa con la ventana abierta y para muchos más. Pero 
ello no quiere decir que tales dispositivos de videovi-
gilancia permanente en la vía pública sean necesaria-
mente inconstitucionales.

Si de lo que hablamos es de un auténtico sistema 
de sembrado generalizado y permanente de videocá-
maras en toda la vía pública o en amplias zonas de 
la misma, éste sólo tendría posibilidad de sobrevivir 
constitucionalmente si estuviese dotado de un meca-
nismo de codificación de la imagen que impidiera con-
trolar todo lo que sucede en la calle, a tiempo presen-
te e incluso después. Se trataría de meras grabadoras 
que irían archivando automáticamente las imágenes 
sin permitir que sean vistas, dotadas además de un 
sistema de precintado de soportes de imagen, lo que 
hoy día ya es técnicamente posible. Todo dependería, 
entonces, de que el legislador supiese regular, con 
sobradas garantías para los ciudadanos, los procedi-



mientos de obtención y custodia de tales imágenes 
(respeto del principio de reserva de ley), para que, sólo 
cuando se hubiese cometido previamente un delito en 
determinado lugar público (respeto del principio de 
intervención indiciaria), pudiera acordarse, mediante 
resolución judicial motivada (respeto del principio de 
reserva judicial), y siempre que el ilícito revistiese sufi-
ciente gravedad (respeto del principio de proporciona-
lidad), la descodificación de las imágenes estrictamen-
te necesarias para el esclarecimiento de los hechos. La 
custodia y destrucción, tras un tiempo prudencial, de 
las imágenes no relacionadas con procesos abiertos 
estarían en todo momento supervisadas judicialmente 
(respeto del principio de reserva judicial nuevamente).

Cumplidas estas garantías -salvaguardados los 
principios constitucionales de intervención indiciaria, 
de proporcionalidad, de reserva de ley y de reserva 
judicial- la utilización de un sistema de videovigilan-
cia generalizado y permanente como éste no sería, a 
nuestro juicio, inconstitucional. Su eficacia sí estaría 
lógicamente mermada, pero a cambio se habrían res-
petado todas las garantías constitucionales y seguiría 
siendo muy útil para la identificación de posibles au-
tores de delitos, para probar su participación en los 
hechos e incluso para realizar a posteriori una recons-
trucción del itinerario de huida utilizado por los delin-
cuentes. Todo ello redundaría, por disuasión, en una 
mayor seguridad ciudadana.

c) Videocámaras y microfonía oculta en el interior de 

los domicilios.

Este tipo de captaciones dentro del domicilio se en-
cuentra muy condicionado por la casuística. El proble-
ma es que sólo de forma muy esporádica y limitada 
se ha ido abordando la cuestión por la jurisprudencia.

La instalación por parte de la policía de estos dis-
positivos precisará en todo caso autorización judicial. 
Tampoco podrá el propietario colocar sistemas audio-

visuales a escondidas de terceras personas que le visi-
ten o convivan con él. No puede instalar, por ejemplo, 
sin conocimiento de su empleada de hogar, micrófo-
nos ocultos o microcámaras en la casa, salvo en es-
pacios reservados cuyo acceso se le haya prohibido 
expresamente a aquélla. Esto no quiere decir, natural-
mente, que no se pueda investigar videográficamente 
si existen, por ejemplo, indicios de maltrato a meno-
res por parte de esa empleada de hogar, sino que será 
necesaria autorización judicial.

No basta, pues, con el consentimiento del propie-
tario. El consentimiento relevante no es el del titular 
del derecho de propiedad, sino el del titular o titulares 
del derecho a la intimidad. Incluso dentro del entorno 
familiar tampoco es posible la instalación de tales ar-
tificios por parte de uno de los moradores sin el con-
sentimiento de los demás, salvo que fuesen menores.

d) Captaciones audiovisuales en ámbitos privados no 

domiciliarios.

Los ámbitos a que ahora nos referimos son, por 
ejemplo, un almacén, un automóvil, etc. La instalación 
de sistemas videográficos o microfónicos por parte de 
la policía en estos lugares puede llegar a ser igual de 
necesaria para la investigación que en un domicilio.

El que estos espacios no tengan naturaleza domi-
ciliaria no quiere decir que la policía pueda sin más 
instalar en ellos semejantes dispositivos. La interven-
ción en estos lugares también ha de ser autorizada ju-
dicialmente.

Si se coloca subrepticiamente un micrófono en el 
interior de un automóvil para grabar furtivamente las 
conversaciones de sus ocupantes, se estará vulneran-
do el derecho a la intimidad del art. 18.1 CE. Aunque 
el apartado primero del art. 18 no menciona expresa-
mente la reserva judicial, como hacen los dos aparta-
dos siguientes, está claro que incorpora una reserva 
judicial implícita. Y aunque no todas las formas de in-



tervención restrictiva en espacios no domiciliarios exi-
gen previa resolución judicial, aquí sí sería necesaria.

También puede ocurrir, cambiando de hipótesis, que 
quien decida instalar una cámara de seguridad dentro 
de su propiedad sea el mismo propietario, lo que podrá 
hacer, en principio, sin más requisitos que los arriba co-
mentados con relación a las personas que compartan 
habitualmente con él ese ámbito privado, si es el caso.

Si se tratase de espacios privados abiertos a un 
determinado colectivo que pudiesen ser visitados por 
terceros (por ejemplo, el garaje comunitario de un in-
mueble de vecindad), habría que utilizar el preaviso 
de “zona cubierta por videocámaras”. La ubicación de 
esas cámaras en lugares bien visibles podría ser su-
ficiente, aun sin anuncio expreso, ya que lo determi-
nante es que no se trate de instalaciones subrepticias.

e) Grabaciones en establecimientos privados abiertos 

al público.

Sin el mencionado preaviso de “zona cubierta por vi-
deocámaras”, entendido como acabamos de referir (ins-
talación no subrepticia), no puede considerarse consti-
tucionalmente legítima la videovigilancia en las zonas 
comunes de los llamados espacios intermedios, como 
cafeterías, comercios, zonas de tránsito público de las 
urbanizaciones, etc. La instalación de micrófonos parece 
más difícilmente justificable invocando razones de se-
guridad. Por otra parte, como quiera que buena parte de 
estos espacios constituyen también centros de trabajo 
tendremos que tener asimismo en cuenta las normas 
que rigen la relación laboral y demás circunstancias a 
las que nos referiremos en el epígrafe siguiente.

El que libremente entra en estos espacios sabiendo 
que están cubiertos por videocámaras presta implí-
citamente su consentimiento a ser captado por ellas. 
En la teoría de los derechos fundamentales el consen-
timiento enerva la responsabilidad del sujeto activo, 
salvo excepciones, y no estamos ante una de ellas.

Puede ocurrir asimismo que sea la policía la que 
necesite llevar a cabo grabaciones en estos lugares. 
Podrá acceder libremente a ellos durante las horas en 
que permanecen abiertos al público, como cualquier 
otro ciudadano, pero para instalar un dispositivo au-
diovisual no basta la simple decisión de la policía.

No es necesario advertir, por otra parte, que los 
aseos participan de una protección equivalente a la 
que se dispensa al ámbito domiciliario e incluso mayor 
por la incidencia del derecho a la intimidad corporal.

f) Cámaras y micrófonos en centros de trabajo.

El empresario puede adoptar medidas de vigilancia 
y control para verificar el cumplimiento por el trabaja-
dor de sus obligaciones laborales (art. 20.3 Estatuto de 
los Trabajadores), pero sin que ello suponga que éste 
se vea privado de sus derechos fundamentales, aun 
pudiéndose producir una cierta modulación de tales 
derechos. SSTC 88/1985, FJ 2, 4/1996.

El uso de cámaras puede venir requerido por exi-
gencias organizativas y productivas y por razones de 
seguridad. Piénsese en una fábrica de armas o material 
explosivo, en la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre, 
en determinado tipo de comercios (su instalación es 
incluso preceptiva en algunos casos, como en bancos, 
cajas de ahorro y demás entidades de crédito). La co-
locación de micrófonos en el entorno laboral será, por 
el contrario, más difícil de justificar, salvo excepciones 
(“cajas negras” de las aeronaves, empresas de venta 
telefónica, etc.).

Nuestra legislación, al contrario que otros ordena-
mientos jurídicos, no ha regulado apenas esta cues-
tión. Poco dice nuestro legislador más allá de normas 
de carácter muy general. Por su parte, la jurisprudencia 
viene rechazando una solución apriorística del conflic-
to de derechos y aplicando el principio de proporciona-
lidad. La aplicación de este principio supone valorar en 
cada caso lo siguiente: 1) que el sistema de vigilancia 



audiovisual pretendido sea susceptible de conseguir el 
legítimo objetivo propuesto (adecuación); 2) que no se 
hayan podido adoptar medidas menos gravosas para 
los derechos de los trabajadores (indispensabilidad), y 
3) que produzca más beneficios para el interés general 
que perjuicios a los otros bienes jurídicos en conflicto 
(proporcionalidad en sentido estricto).

En la práctica, la jurisprudencia del Tribunal Cons-
titucional valora, entre otros aspectos, lo siguiente: si 
las cámaras se instalaron indiscriminadamente o sólo 
en los lugares en que era efectivamente indispensable, 
si se llevó a cabo ese sembrado de cámaras sin ser 
estrictamente necesario, si la finalidad realmente per-
seguida era la que se alegaba, si el tipo de actividad 
que se desarrollaba en el centro de trabajo justificaba 
semejantes medidas de seguridad, si fueron grabadas 
circunstancias o personas ajenas a la relación laboral 
o irrelevantes desde la perspectiva del control de las 
obligaciones laborales, si los sistemas de vigilancia 
eran visibles o su instalación había sido subrepticia, 
si quedaron claramente fuera del área vigilada los lu-
gares de descanso o esparcimiento de los trabajado-
res, los lavabos, los vestuarios, etc. SSTC 98/2000 y 
186/2000.

En cualquier caso, entendemos que un empresa-
rio no puede instalar, sin que dicha circunstancia sea 
previamente conocida por sus trabajadores, sistema 
alguno de videovigilancia para controlarlos. Sin una 
información previa a éstos acerca de la ubicación y 
características de los dispositivos utilizados, las gra-
baciones obtenidas nunca podrán ser utilizadas como 
fuente de  prueba para justificar, por ejemplo, un des-
pido procedente.

Será suficiente, eso sí, con el previo conocimiento 
de los trabajadores, sin que sea necesario su consen-
timiento, siempre que las captaciones se circunscri-
ban al área donde exactamente se desempeña la ac-
tividad laboral y durante el transcurso de la misma. 
El requisito del previo conocimiento por parte de los 

trabajadores de la existencia y características de estos 
dispositivos, que nunca podrán enfocar directamente 
a las partes íntimas del cuerpo de los trabajadores, se 
convierte en exigencia de consentimiento si se trata 
de despachos privados.

Pero si de lo que estamos hablando no es estric-
tamente de videovigilancia preventiva sino de la pre-
existencia de indicios delictivos que señalen a uno o 
varios trabajadores (un presunto delito de robo conti-
nuado a la empresa, por ejemplo), la previa informa-
ción no sería obligada, como es lógico, pero será el 
juez quien deba decidir el lugar de instalación y ca-
racterísticas de estos dispositivos, de acuerdo con el 
principio de proporcionalidad.

g) Hallazgos casuales mediante videovigilancia.

A través de videovigilancia se pueden obtener dos 
tipos de imágenes: las inicialmente previstas y las ca-
sualmente aparecidas (imágenes casuales). Todo ello 
dentro de una variedad que incluso puede dar más 
de sí. Por ejemplo, las videocámaras de una entidad 
bancaria pueden grabar, aparte de las imágenes de un 
robo en la misma (captación tipo), el acoso sexual de 
su director a una empleada (captación casual del in-
terior), el robo de un automóvil en la calle (captación 
casual del exterior), etc.

Siempre que la instalación de esos dispositivos óp-
ticos no sea ilícita (no nos referimos a cualquier ilici-
tud administrativa, sino a una actividad lesiva de de-
rechos constitucionales), las grabaciones casualmente 
obtenidas podrán ser utilizadas procesalmente, lo que 
viene refrendado por la utilización que hace el TS, STS 
de 8 de marzo de 1994 del criterio de la flagrancia y 
que debe entenderse tanto más aplicable cuando no 
hay por medio resolución judicial: “si aparecen obje-
tos constitutivos de un cuerpo de posible delito distin-
to a aquel para cuya investigación se extendió el man-
damiento habilitante, tal descubrimiento se instala en 
la nota de flagrancia.”



EL Hogar

Hoy en día tener nuestro orde-
nador conectado a internet es una 
fuente de riesgo para nuestra infor-
mación y nuestros equipos informá-
ticos alojados en nuestro hogar. Hay 
una serie de medidas de seguridad 
básicas que todo ordenador perso-
nal incluidos dispositivos móviles 
deben de tener, en este articulo va-
mos a comentar brevemente dichas 
medidas contra que nos protegen y 
como implementarlas.

Todos hemos oído hablar de los 
antivirus y de lo necesarios que son 
en cualquier ordenador (si, en cual-
quiera, incluidos los Mac y el que 
diga lo contrario y sea tan aven-
turado de decir que en un Mac no 
hace falta un antivirus peca de una 
inconsciencia en grado superlativo), 
pues bien en el apartado doméstico 
tenemos una amplia gama de anti-
virus que se adaptan perfectamente 
a las necesidades típicas de un en-
torno familiar, además, dichos anti-
virus si es para un uso no comercial 
suelen ser gratuitos o sólo te piden 
que te registres, también de manera 
gratuita. Podemos citar algunos de 
los gratuitos de manejo más sen-
cillo y que consideramos que me-
jor funcionan, como son el Avast 

http://www.avast.com/es-es/index 
y el AVG http://www.avg.com/, ins-
talarlos es tan sencillo como ir a su 
página web, seleccionar la opción 
de antivirus gratuito, descargarlo e 
instalarlo no nos llevará más de un 
par de minutos y es la primera línea 
de defensa de nuestro ordenador 
personal. Con el antivirus estamos 
protegidos de ataques provenientes 
de internet y escanea los correos 
electrónicos así como cualquier dis-
positivo de almacenamiento que se 
conecte al ordenador, como CDs, 
pendrives, discos duros externos, o 
discos duros en red.

Software Antiespia

Son programas que bloquean la 
instalación de software que quiera 
instalarse de manera oculta para 
recabar información de nuestro or-

denador, o para instalar algún siste-
ma que nos empapele el ordenador 
con publicidad no deseada (cientos 
de ventanas con publicidad que se 
abren sin ton ni son). Para esto re-
comendamos utilizar la herramienta 
gratuita malwarebytes que se pue-
de descargar desde http://www.ma-
lwarebytes.org/

Y el programa CCleaner que se 
puede descargar desde http://www.
piriform.com/ccleaner/download, 
este programa borra los ficheros 
temporales y borra cookies e infor-
mación que pueda ser perjudicial 
para nuestro sistema o ralentizarlo

Firewalls (Cortafuegos)

Esta herramienta que viene insta-
lada por defecto en la mayoría de 
los equipos pero con una utilidad 
muy espartana mejora mucho la 
seguridad con la implantación de 
firewalls con mejor comunicación 
con el usuario. Con un cortafuegos 
podemos limitar el tráfico entrante 
o saliente, permitir o denegar el ac-
ceso al exterior de cada uno de los 
programas instalados en nuestro 
ordenador. Podemos recomendar 
el Sphinx  http://www.sphinx-soft.
com/Vista/ que realmente es un in-
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terface ampliado el firewall de Win-
dows sólo que mejora mucho su 
usabilidad, y los firewalls de zone 
Alarm http://www.zonealarm.es y 
Comodo http://www.comodo.com

Control Parental

Lógicamente si en casa tenemos ni-
ños debemos de instalar un control 
parental para evitar que los más pe-
queños puedan acceder a sitios no 
“recomendables”. Con el software 
de control parental podemos limitar 
el uso de aplicaciones, determinar 
páginas que no puedan ser visita-
das (redes sociales, pornografía), 
que no se puedan ejecutar juegos 
online, o establecer una limitación 
de uso por tiempo. Para este apar-
tado una matización importante. El 
mejor control parental para evitar 
sorpresas con nuestros pequeños 
somos nosotros. Al igual que nadie 
deja la puerta de su casa abierta, In-
ternet es un medio que nos permite 
conectarnos a páginas web de cual-
quier ámbito, ahí fuera esta todo lo 
bueno, pero también todo lo malo, 
no se puede dejar a los más peque-
ños desprotegidos y sin un control. 
Para estos casos lo mejor es que un 
adulto supervise la navegación de 
los más pequeños de la casa.

Las herramientasanti-phishing

Las herramientasanti-phishing 
identifican páginas web y mensajes 
que procedan de sitios catalogados 

como no seguros y bloquean su ac-
ceso para evitarnos problemas. No 
está de más tener instalada una de 
estas herramientas, pero debemos 
de recordar reglas muy básicas al 
respecto. No abrir correos no soli-
citados o de remitentes descono-
cidos, No enviar por correo claves 
personales de acceso a sitios o ban-
cos (aunque llegue un correo con 
el logo de nuestro banco). Siempre 
ante la duda lo mejor es no abrir 
ningún correo o no pinchar en nin-
gún enlace que pueda ser sospe-
choso. Ni la policía te va a escribir 
para pedirte nada, ni los de hacien-
da tampoco, etc etc.

Política de actualizaciones

Siempre se deben tener actualiza-
dos nuestros navegadores web. 
Recomendamos siempre tener ins-
taladas las últimas versiones de 
los  navegadores web como son 
Internet Explorer,Mozilla Firefox y 
Google Chrome, por supuesto que 
el resto de nuestras herramientas 
de seguridad también deben de es-
tar siempre actualizadas a su última 
versión tanto de programa o de su 
base de datos que es donde la apli-
cación se apoya

Hay otros programas como avi-
sadores de sitios web peligrosos o 
fraudulentos, pero siendo sinceros, 
Google Chrome por ejemplo tiene 
incluida esa característica y si tiene 
catalogado un sitio web como peli-
groso, nos avisará en la mayoría de 
los casos.

 Dispositivos móviles

Nuestros dispositivos móviles tan-
to teléfonos móviles como tablets 
tampoco son inmunes a esta situa-
ción especialmente los dispositivos 
basados en android o los dispositi-
vos con IOS que estén jailbreakea-
dos. Los primeros porque se está 
viendo que son especialmente sen-
sibles a los ataques de malware y 
spyware, y los segundos porque se 
puede instalar software “con rega-
lo” desde los repositorios piratas 
desde donde se descargan las apli-
caciones.

Para terminar solamente recal-
car dos recomendaciones ante-
riormente citadas: Tener los pro-
ductos instalados y actualizados, y 
utilizar el sentido común y no abrir 
correos,instalar software etc, del 
cual no sepamos su procedencia.

En nuestro próximo articulo tra-
taremos el tema de la seguridad en 
la pyme.
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